	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

 

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

En el juicio por cobro de daño moral sigue el ciudadano ANTONIO JOSÉ TOVAR RODRÍGUEZ, representado judicialmente por el abogado Manuel Alberto Camacaro López, Jaime Torres, Héctor León Escalona González y Elio José Zerpa Isea, contra la sociedad mercantil C.A. LUZ ELÉCTRICA DE YARACUY (CALEY), representada judicialmente por los abogados Alice Sader de Fernández, Ana Cristina Méndez, Sandra Guevara, Ygnacio Hidalgo, Maurely Chacón, Víctor Ginich, Manuel Vicente Navas Pietri y Carmen Elisa Castro, el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva en fecha 10 de mayo de 2004, mediante la cual declaró sin lugar la demanda, confirmando la decisión proferida por el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo para el Régimen Procesal Transitorio de la misma Circunscripción Judicial, el 8 de marzo de 2004.

Contra dicha decisión de Alzada, la parte actora anunció recurso de casación, el cual, una vez admitido fue oportunamente formalizado. No hubo contestación.

Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales, en la audiencia oral y pública, celebrada el día 5 de agosto de 2004, con presencia de ambas partes y bajo la ponencia del Magistrado quien con tal carácter suscribe, se declaró sin lugar el recurso de casación interpuesto por la parte actora, procediendo en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar la sentencia según lo dispuesto en el encabezamiento del artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los términos siguientes:

RECURSO POR ERROR DE JUZGAMIENTO

Por razones de naturaleza práctica este Alto Tribunal pasa a decidir en forma conjunta las dos denuncias formuladas por la parte recurrente. 

En primer lugar y con fundamento en el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, la parte recurrente denuncia la infracción por parte de la Alzada del artículo 1.196 del Código Civil, por falta de aplicación.

Sostiene quien recurre que, al quedar demostrado en juicios previos la improcedencia de las causales de falta de probidad o conducta inmoral en el trabajo y falta grave a las obligaciones que impone la relación de trabajo, previstas en los literales a), i) del artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo, como causales de despido justificado, como fundamento de su despido por parte de la empresa demandada, la conducta del empleador de poner fin a la relación de trabajo constituyó un ejercicio abusivo de su derecho de despedir y que en consecuencia se configuró el supuesto de procedencia de la reclamación de indemnización por daño moral “por haber atentado contra el honor y la reputación”, tanto del propio recurrente como de su familia.

Con fundamento en tal razonamiento el formalizante señala que la recurrida debió acordar la indemnización por daño moral reclamado, siendo contrario a derecho el fundamento del Tribunal de alzada de considerar improcedente la reclamación de daño moral, por considerar el patrono que existía un incumplimiento del demandante de la normas internas de la empresa. 

En la segunda denuncia se emplean argumentos similares para acusar la “falsa motivación del fallo”.

La Sala observa:

No puede considerarse que el error por parte del patrono en la calificación de una conducta del trabajador como fundamento del despido, el cual en definitiva resulta injustificado, constituya en sí mismo un hecho ilícito del patrono que obligue a una reparación por daño moral.

Ya en fallo pronunciado en fecha 26 de julio de 2001 (citado parcialmente por la parte formalizante) la Sala asentó que aun cuando el despido resulte ser sin justa causa, por no haber incurrido el trabajador en las causales invocadas por el patrono, no puede considerarse el mismo como un ejercicio ilegítimo del derecho de despedir y por ello no se configura el abuso de derecho.

Se hubiera configurado el hecho ilícito si al despedirlo el patrono acusa al trabajador de hechos inmorales o ilegales que puedan afectar su honor o reputación, sin embargo en la formalización se indica que el patrono no le imputó al trabajador ningún hecho concreto al momento de despedirlo, y la sola calificación como “Falta de probidad o conducta inmoral en el trabajo” no causa un daño moral pues la misma es una causal prevista en la Ley.

La obligación del patrono de indemnizar al trabajador en caso de despido injustificado, tal y como lo prevé el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, constituye la sanción por su conducta dañosa al incumplir con las obligación de no despedir sin justa causa, prevista en los artículos 93 del texto constitucional y 112 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

En reciente fallo del 17 de febrero de 2004 (caso: Agostini de Matute contra Colegio El Amanecer, C.A.), la Sala estableció que “no puede considerarse que el despido injustificado constituya un hecho ilícito, sino por el contrario, un incumplimiento contractual ...”.

Finalmente debe precisar la Sala que la motivación falsa prevista en el ordinal 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica del Trabajo, se configura cuando el Juez fundamenta el dispositivo del fallo en razones tan vagas, inocuas o ajenas a lo debatido, que no pueden sustentar la decisión, pero no cuando las conclusiones a las que llega el Juez son erradas a juicio de quien formaliza, pues en tal caso debería denunciarse la infracción de ley, como lo hizo precedentemente.

Por las razones que anteceden se desestiman las denuncias formuladas.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el recurso de casación anunciado contra la sentencia definitiva dictada el 10 de mayo de 2004, por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy. 

Se condena en costas a la parte recurrente, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Coordinadora Judicial de la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy, a los fines legales consiguientes. Particípese esta remisión al Tribunal Superior de origen.

Dada,  firmada  y  sellada  en  la  Sala  de  Despacho  de  la  Sala  de Casación  Social  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  Caracas,  a los doce (12) días del mes de   agosto de dos mil cuatro. Años: 194° de la Independencia y 145° de la Federación.
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